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Panel integrado por su presidente, el Juez Rodríguez Casillas, la 
Jueza Soroeta Kodesh y la Juez Méndez Miró 

 
Soroeta Kodesh, Jueza Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de diciembre de 2021. 

Mediante un recurso de certiorari presentado el 29 de 

noviembre de 2021, comparece ante nos el Sr. Osvaldo Roberto 

Laboy Figueroa, la Sra. Nadja Zapata Hernández y la Sociedad Legal 

de Bienes Gananciales compuesta por ambos (en adelante, los 

peticionarios).  Nos solicitan la revocación de un dictamen emitido 

el 7 de septiembre de 2021 y notificado el 8 de septiembre de 2021, 

por el Tribunal de Primera Instancia (en adelante, TPI), Sala de 

Fajardo.  Por medio del dictamen recurrido, el TPI declaró No Ha 

Lugar una Moci[ó]n Solicitando Orden para que la Parte Demandante 

Certifique Balance de Cancelaci[ó]n al 30 de junio de 2021.  

 Por las razones que expresamos a continuación, se deniega la 

expedición del auto de certiorari solicitado. 
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I. 

El 14 de julio de 2010, los peticionarios suscribieron un 

pagaré hipotecario a favor del Sr. Miguel Bertrán Pasarell, la Sra. 

Maribel García Talavera y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales 

compuesta por ambos (en adelante, los recurridos) por la suma de 

$240,000.00, más intereses al 4.5% anual, vencedero a sesenta (60) 

meses, y otros créditos accesorios.1  En la misma fecha, el 14 de 

julio de 2010, en aseguramiento del pagaré, los peticionarios 

otorgaron una Escritura de Hipoteca Siete, en la que gravó el 

siguiente inmueble: 

RÚSTICA: Residential apartment located in the [f]irst 

level of building number Twenty Six of project “Casa del 

Mar Resort II”, Mameyes Ward, State Road number nine 

hundred sixty eight, kilometer one point eight, 

municipality of Río Grande, Puerto Rico. 

 

The apartment is irregular in shape with the total 

construction area of One Thousand One Hundred 

Ninety Point Seventy Six square feet equivalent to One 

Hundred Ten point Sixty Six square meters. Its 

boundaries are as follows: by the NORTH, with a total 

distance of Forty Six Feet with communal patio; by the 

SOUTH, with a total distance of Forty Six Feet with 

Apartments Twenty Six Hundred Thirteen; by the EAST, 

with a total distance of Twenty Eight Feet with 

communal patio; and by the WEST with a total distance 

of Twenty Eight feet with a total distance of Twenty 

Eight feet with a total distance of Twenty Eight feet with 

communal patio and main entrance. 

 

The apartment includes one family room, one bedroom, 

kitchen, laundry closet, two bathrooms, a balcony and 

living dining area.  The kitchen is equipped with a sink, 

range, cabinets and a water heater in the laundry 

closet.  

 

The main entrance of the apartment faces to WEST 

which gives access to the exterior.  

 

The participation of this apartment in the common 

elements in zero point zero zero four eight one two five 

percent. 

 
1 Véase, Pagaré, Anejo 3 del Apéndice del recurso de certiorari, pág. 8. En lo 

atinente a la controversia de autos, se pactó un cargo por mora al cinco por ciento 

(5%) luego de quince (15) días de vencido el pago. 
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Al antes descrito apartamento se le asigna el uso de 

estacionamiento marcado con el número veintiséis 

dieciséis correspondiente al Régimen.  

 

Inscrita al folio 52 del tomo 486 de Río Grande, finca 

número 26,379, Registro de la Propiedad de Puerto 

Rico, Sección III de Carolina.2 

 

 Por su parte, el 20 de agosto de 2013, los recurridos instaron 

una Demanda en cobro de dinero y ejecución de hipoteca; y 

reclamaron el pago del principal de $126,730.00, los intereses, 

penalidades y honorarios de abogado, según pactados.  En síntesis, 

se alegó el incumplimiento de los peticionarios con el pago de 

mensualidades ascendentes a $4,474.32 desde enero de 2013.3  Por 

lo tanto, solicitaron al TPI que ordenara a los peticionarios a 

satisfacer las correspondientes cantidades adeudadas.  En la 

alternativa, requirieron que se ordenara la ejecución de la propiedad 

en garantía del pagaré hipotecario constituido a su favor. 

Posterior a varias incidencias procesales, el 21 de febrero de 

2019, notificada el 25 de febrero de 2019, el foro primario dictó una 

Sentencia Enmendada en la que declaró Ha Lugar una solicitud de 

sentencia sumaria incoada por los peticionarios.  En consecuencia, 

el TPI declaró Con Lugar la Demanda de autos.  En esencia, el foro 

recurrido ordenó a los peticionarios a: 

[…] [S]atisfacer el principal de $126,730.35, intereses al 
4.5% anual acumulados al 15 de septiembre de 2016 

por $33,992.35, y los que se acumulen hasta el pago 
total del principal adeudado; cargo por demoras al 15 
de septiembre de 2016 por la suma de $12,673.88 a 

razón de $223.72 por cada mes que se dejó de efectuar 
el pago correspondiente y/o en la fecha pactada, y la 

suma de $12,673.00 en concepto de costas, gastos y 
honorarios de abogado que la parte demandada se 
obligó a satisfacer como suma líquida y sin necesidad 

de nueva liquidación y aprobación por este Tribunal.4  
 

 
2 Véase, Escritura Número Seis Hipoteca, Anejo IV del Apéndice del recurso de 

certiorari, págs. 16–17.  
3 Véase, Demanda, Anejo VII del Apéndice del recurso de certiorari, págs. 37–39. 
4 Véase, Sentencia Enmendada, Anejo V del Apéndice del recurso de certiorari, 
pág. 29. 
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Culminados los trámites de rigor,5 el 31 de julio de 2020, un 

Panel hermano de este Tribunal, mediante el recurso 

KLAN201901367, confirmó la Sentencia Enmendada del TPI.  

Con posterioridad, el 4 de marzo de 2021, los peticionarios 

instaron una Moci[ó]n Solicitando Orden para que la Parte 

Demandante Certifique Balance de Cancelaci[ó]n al 30 de junio de 

2021.  En síntesis, solicitaron al TPI que ordenara a los recurridos 

a preparar un balance de cancelación de hipoteca y a rectificar el 

total del balance adeudado por la cantidad de $198,638.79.  En 

torno a este particular, arguyeron que los recurridos erróneamente 

computaron el interés de 4.5% de manera compuesta.6  Sin 

embargo, los peticionarios sostuvieron que el cálculo debe ser anual, 

según dispone el pagaré hipotecario.  

En respuesta, el 3 de junio de 2021, los peticionarios 

interpusieron una Oposición a Moción Solicitando Orden.  

Argumentaron que, en la Sentencia Enmendada, el TPI determinó 

que, hasta el 15 de septiembre de 2016, se habían acumulado 

intereses por la cantidad de $33,992.35.7  Asimismo, adujeron que, 

al 30 de junio de 2021, el principal adeudado de $126,730.35 

generaba la tasa de interés de 4.5%, según pactada.  Además de una 

suma adicional por intereses de $27,311.19.  Por ende, arguyeron 

que, sumados a los $33,992.35, da el total de $61,3033.54 por 

concepto de intereses acumulados.8  Por consiguiente, sostuvieron 

que los peticionarios intentaron variar las cantidades que ya fueron 

previamente adjudicadas por el TPI, y confirmadas por este Foro.  

 
5 En desacuerdo, los peticionarios presentaron al TPI una moción de 

reconsideración a la Sentencia Enmendada.  Sin embargo, el foro primario la 

declaró No Ha Lugar.  Inconformes aun, el 6 de diciembre de 2019, los 

peticionarios comparecieron ante este Tribunal mediante un recurso de apelación 

KLAN201901367.  
6 Véase, Moci[ó]n Solicitando Orden para que la Parte Demandante Certifique 

Balance de Cancelaci[ó]n al 30 de junio de 2021, Anejo VIII del Apéndice del 

recurso de certiorari, págs. 41–42. 
7 Véase, Oposición a Moción Solicitando Orden, Anejo IX del Apéndice del recurso 

de certiorari, pág. 91. 
8 Id. 
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Así pues, el 7 de septiembre de 2021, notificada el 9 de 

septiembre de 2021, el foro recurrido dictó una Orden en la que 

declaró Ha Lugar la Oposición a Moción Solicitando Orden incoada 

por los recurrentes y, de tal manera, no acogió la solicitud de los 

peticionarios.  

No conteste con la anterior determinación, el 29 de noviembre 

de 2021, los peticionarios presentaron el recurso de certiorari de 

epígrafe en el que adujeron que el foro recurrido cometió el siguiente 

señalamiento de error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al declarar No Ha 

Lugar nuestra segunda moción solicitando orden para 
que se certifique correctamente el balance de 
cancelación de la hipoteca que gravaba la propiedad 

objeto del presente litigio.  
 

 El 2 de diciembre de 2021, dictamos una Resolución para que 

los recurridos se expresaran en torno al recurso de epígrafe.  En 

cumplimiento con lo anterior, el 8 de diciembre de 2021, los 

recurridos presentaron una Moción en cumplimiento de Orden y en 

Oposición a Solicitud de Certiorari. 

 Con el beneficio de los escritos de las partes, procedemos a 

exponer el derecho aplicable a la controversia que atendemos. 

II. 

A. 

El auto de certiorari, 32 LPRA sec. 3491 et seq., es el vehículo 

procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido por un 

tribunal inferior.  Pueblo v. Aponte, 167 DPR 578, 583 (2006); Pueblo 

v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999).  Distinto al recurso de 

apelación, el tribunal de superior jerarquía tiene la facultad de 

expedir el auto de certiorari de manera discrecional.  Rivera Figueroa 

v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011).  En nuestro 

ordenamiento jurídico, esta discreción ha sido definida como una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para 
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llegar a una conclusión justiciera.  Lo anterior no significa poder 

actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del 

derecho, porque, ciertamente, eso constituiría un abuso de 

discreción.  Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009); 

Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  

Con el propósito de que podamos ejercer de una manera sabia 

y prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en los 

méritos de los asuntos que nos son planteados mediante el recurso 

de certiorari, la Regla 40 del Reglamento de nuestro Tribunal, 4 LPRA 

Ap. XXII-B R. 40, establece los criterios que debemos tomar en 

consideración al atender una solicitud de expedición de un auto de 

certiorari.  Esta Regla dispone lo que sigue a continuación:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. XXII-
B R. 40.  

B. 

En repetidas ocasiones, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado que en su misión de hacer justicia la discreción es el 

más poderoso instrumento reservado a los jueces.  Rodríguez v. 
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Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004); Banco Metropolitano v. Berríos, 110 

DPR 721, 725 (1981).  La discreción se nutre “de un juicio racional 

apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un sentido llano de 

justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin tasa ni 

limitación alguna”.   Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 656, 684 

(2012), citando a Santa Aponte v. Srio. del Senado, 105 DPR 750, 

770 (1977); HIETel v. PRTC, 182 DPR 451, 459 (2011).  Asimismo, 

“no significa poder para actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho”.  Pueblo v. Hernández García, 

supra, citando a Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 

651, 658 (1997). 

En Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico indicó que existen ciertas guías 

para determinar cuándo un tribunal abusa de su discreción y, en 

torno a este particular, estableció lo siguiente:  

…[U]n tribunal de justicia incurre en un abuso de 

discreción, inter alia: cuando el juez no toma en cuenta 
e ignora en la decisión que emite, sin fundamento para 
ello, un hecho material importante que no podía ser 

pasado por alto; cuando el juez, por el contrario, sin 
justificación ni fundamento alguno, concede gran peso 

y valor a un hecho irrelevante e inmaterial y basa su 
decisión exclusivamente en éste, o cuando, no obstante 
considerar y tomar en cuenta todos los hechos 

materiales e importantes y descartar los irrelevantes, el 
juez los sopesa y calibra livianamente.  García v. Padró, 

supra, a la pág. 336; Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 
203, 211 (1990). 

 

En el contexto de esa doctrina, debemos tener presente el 

alcance de nuestro rol como Foro Apelativo al intervenir 

precisamente con la discreción judicial.  Así pues, es norma 

reiterada que este Foro no habrá de intervenir con el ejercicio de la 

discreción del Tribunal de Primera Instancia, “salvo que se 

demuestre que hubo un craso abuso de discreción, prejuicio, error 

manifiesto o parcialidad”.  Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 

184 DPR 689, 709 (2012), citando a Lluch v. España Service Sta., 

117 DPR 729, 745 (1986). 
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Cónsono con los principios anteriormente esbozados, 

procedemos a atender la controversia planteada por la peticionaria.  

III. 

En su único señalamiento de error, los peticionarios indicaron 

que incidió el foro primario al denegar su solicitud para que se 

ordenara a los recurridos a certificar correctamente el balance de 

cancelación de hipoteca.  Así pues, manifestaron que existe una 

discrepancia en el método utilizado para realizar el cálculo 

correspondiente de las cantidades totales a pagar.  Asimismo, 

arguyeron que los recurridos no deben cobrar los intereses por mora 

hasta la fecha del 15 de septiembre de 2016.  Por último, adujeron 

que el TPI debió celebrar una vista evidenciaria para atender dicha 

controversia.  

Por su parte, los recurridos comparecieron y argumentaron 

que la solicitud de los peticionarios conllevaría alterar, en esta etapa 

de los procedimientos y luego de haber advenido final y firme la 

Sentencia Enmendada, la determinación formulada por el TPI hace 

más de dos (2) años.  Enfatizaron que las partidas adeudadas por 

los peticionarios hasta el presente fueron calculadas a base de lo 

dispuesto en la Sentencia Enmendada y ordenado por el TPI.   

 Hemos revisado cuidadosamente el expediente ante nuestra 

consideración y no encontramos razones para intervenir con el 

dictamen recurrido.  Por el contrario, surge del récord que existe 

una Sentencia Enmendada dictada el 21 de febrero de 2019 y 

notificada el 25 de febrero de 2019, en la que el foro primario 

determinó las correspondientes partidas adeudadas, así como el 

cálculo correspondiente.  En lo pertinente a la controversia de 

autos, el TPI ordenó a los peticionarios a: 

[…] [S]atisfacer el principal de $126,730.35, intereses al 
4.5% anual acumulados al 15 de septiembre de 2016 
por $33,992.35, y los que se acumulen hasta el pago 

total del principal adeudado; cargo por demoras al 15 
de septiembre de 2016 por la suma de $12,673.88 a 
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razón de $223.72 por cada mes que se dejó de efectuar 
el pago correspondiente y/o en la fecha pactada, y la 

suma de $12,673.00 en concepto de costas, gastos y 
honorarios de abogado que la parte demandada se 

obligó a satisfacer como suma líquida y sin necesidad 
de nueva liquidación y aprobación por este Tribunal.9  
 

No podemos ignorar que, en la Sentencia Enmendada, el TPI 

adjudicó la presente controversia y determinó que los peticionarios 

debían satisfacer las citadas partidas.  Al haber advenido dicho 

dictamen final y firme, no intervendremos en esta etapa de los 

procedimientos.  

Por los fundamentos antes discutidos, resolvemos que no 

medió arbitrariedad o error, ni abuso de discreción del foro recurrido 

en su determinación de declarar No Ha Lugar la solicitud de los 

peticionarios para que se ordenara a los recurridos a realizar una 

certificación de balance de cancelación de hipoteca.  En fin, nos 

abstenemos de intervenir con dicho criterio y no procede nuestra 

intervención.  Tampoco está presente circunstancia alguna de las 

contempladas en la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, que nos 

permita revocar el dictamen recurrido.  Por consiguiente, 

denegamos el auto de certiorari.     

IV. 

 En virtud de lo antes expresado, se deniega la expedición del 

auto de certiorari solicitado.  

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
9 Véase, Sentencia Enmendada, Anejo V del Apéndice del recurso de certiorari, 
pág. 29. 


